PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia  coordine  con el Gobierno Nacional la aplicación en la Provincia de Santa Fe de las acciones  previstas en el Programa Nacional  de Protección a Testigos e Imputados, creado por Ley Nacional 25.764 y sus modificaciones.

Señor Presidente.

La Ley 25.764 sancionada en julio de 2003, establece la creación del mencionado Programa, destinado a preservar la seguridad de imputados y testigos que hubieran colaborado de modo trascendente  y eficiente en una investigación judicial de competencia federal, relativa a los delitos previstos por los artículos 142 bis y 170 del Código Penal de la Nación y los previstos por las leyes números 23.737 y 25.241.

Con la sanción de la ley 25.779,que declara insanablemente nulas a las leyes de Obediencia Debida y Punto Final marcando una nueva etapa en la historia de nuestro país, se abrió la posibilidad de reapertura de las causas por violaciones a los derechos humanos cometidas durante la última dictadura militar  y la continuación de las investigaciones penales que hagan factible la reconstrucción histórica de los hechos, así como la determinación de las responsabilidades por los aberrantes delitos cometidos.

Junto a esta nueva etapa, reaparecen las amenazas del pasado, donde la desaparición de Jorge Julio López, representa el punto más álgido,  atentatorio contra la democracia y sus instituciones.

En nuestra Provincia, jueces, testigos y abogados que los representan, han sido víctimas de una serie de amenazas y actos intimidatorios tendientes inequívocamente a frustrar la búsqueda de la verdad y la justicia, mereciendo  el repudio de la sociedad en su conjunto y a quienes el estado debe inexcusablemente proteger .

Por las razones expuestas solicito a mis pares, acompañen con su firma el presente proyecto de comunicación.

